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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



Dictámenes correspondientes a la Vigésima Cuarta Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

29 de mayo del año 2017.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se  reforman el Artículo18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila de Zaragoza; así como la fracción IV del Artículo 294 y el Artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, en materia de salarios vencidos.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 18, 20 y 23 de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes  del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Martha Garay Cadena, mediante la cual propone establecer la facultad de los padres que registren el nacimiento de una niña o niño, respecto al orden de los apellidos.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Deporte y Juventud, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma fracción XV del Artículo 7 de la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila, planteada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario molina Pasquel y Henríquez”, del Partido Verde Ecologista de México, mediante la cual propone que el Himno Coahuilense deba ejecutarse también, en eventos de naturaleza académica, deportiva o protocolaria de los Poderes del Estado, siempre y cuando hubiere sido ya interpretado el himno nacional.

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman el Artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, y la fracción IV del Artículo 294 y el Artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 23 del mes de mayo del año en curso, se acordó turnar a estas comisiones unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas comisiones unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman el Artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, y la fracción IV del Artículo 294 y el Artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas comisiones unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, con fundamento en los artículos 90, 105, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman el Artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, y la fracción IV del Artículo 294 y el Artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Los salarios caídos o vencidos son aquellos que un trabajador despedido tiene derecho a recibir a partir de su injustificado cese, los cuales anteriormente se pagaban sin contar con un tope máximo, hasta el total cumplimiento del laudo correspondiente.

En razón a lo anterior, el establecimiento de que los salarios caídos de los trabajadores se debía pagar hasta la total cumplimentación del laudo correspondiente, generó a través de los años graves problemas a las finanzas públicas y privadas, ya que por lo largo que se tornan los juicios, estos salarios llegaban a sumar grandes cantidades económicas. 

En ese sentido, el 30 de noviembre de 2012, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma al artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, que a continuación se transcribe:

“Artículo 48. El trabajador podrá solicitar ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, a su elección, que se le reinstale en el trabajo que desempeñaba, o que se le indemnice con el importe de tres meses de salario, a razón del que corresponda a la fecha en que se realice el pago. 

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón la causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses, en términos de lo preceptuado en la última parte del párrafo anterior. 

Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable para el pago de otro tipo de indemnizaciones o prestaciones. 

En caso de muerte del trabajador, dejarán de computarse los salarios vencidos como parte del conflicto, a partir de la fecha del fallecimiento. 

Los abogados, litigantes o representantes que promuevan acciones, excepciones, incidentes, diligencias, ofrecimiento de pruebas, recursos y, en general toda actuación en forma notoriamente improcedente, con la finalidad de prolongar, dilatar u obstaculizar la sustanciación o resolución de un juicio laboral, se le impondrá una multa de 100 a 1000 veces el salario mínimo general. 

Si la dilación es producto de omisiones o conductas irregulares de los servidores públicos, la sanción aplicable será la suspensión hasta por noventa días sin pago de salario y en caso de reincidencia la destitución del cargo, en los términos de las disposiciones aplicables. Además, en este último supuesto se dará vista al Ministerio Público para que investigue la posible comisión de delitos contra la administración de justicia.”  

La citada reforma tuvo por finalidad el establecimiento de un límite a la generación de salarios vencidos para combatir la indebida práctica de prolongar artificialmente la duración de los procedimientos laborales, previendo que los salarios vencidos se generarán solamente entre la fecha del despido y hasta por un periodo máximo de doce meses, y que una vez concluido este periodo, si el juicio aún no se ha resuelto, se generaría solamente un interés. 

Con lo que se preserva el carácter indemnizatorio de los salarios vencidos, atendiéndose a la necesidad de conservar las fuentes de empleo, y contribuyendo con la disminución sustancial de los tiempos procesales para resolver dichos juicios.

De igual forma, la falta de un límite para el cómputo del pago de salarios caídos en los juicios laborales instaurados en contra de los Poderes Ejecutivo, y de los Municipios, que en muchas ocasiones eran prolongados, afectaban gravemente la hacienda pública, fomentando malas prácticas como el retardar la duración de los juicios para obtener grandes cantidades de dinero por concepto de salarios caídos en perjuicio de las finanzas públicas del Estado y los municipios.

Ahora bien, el Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, expresa en su artículo 7 que: “En todo lo no previsto por esta Ley o disposiciones especiales, se aplicarán supletoriamente y en su orden, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado Reglamentaria del Apartado B del artículo 123 Constitucional, la Ley Federal del Trabajo…” en atención a ello, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Coahuila de Zaragoza, contó con la facultad para aplicar en sus resoluciones en relación al límite para el computo de los salarios caídos, lo establecido en la citada reforma al artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo en virtud de la supletoriedad de la ley.

Así, con fundamento en lo dispuesto en el citado artículo 7 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, en diversas ocasiones los Tribunales Colegiados confirmaron las resoluciones del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Coahuila de Zaragoza, razón por lo cual no era necesaria en prever en la legislación coahuilense de la materia, lo relativo a algún tope para los salarios caídos, sin embargo, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión del veintidós de marzo de dos mil diecisiete, aprobó la Tesis de Jurisprudencia 34/2017 (10a.), la cual expresa:

“SALARIOS CAÍDOS DE LOS TRABAJADORES BUROCRÁTICOS. EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO NO ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE A LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO.

El artículo 43, fracción III, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, al establecer el derecho al pago de salarios caídos en favor de los trabajadores que acrediten en juicio haber sido injustamente separados de su fuente de empleo, sin prever un periodo límite para su pago, no constituye una omisión normativa, en tanto la redacción adoptada por el legislador responde a su deseo de reconocerles el acceso a una indemnización plena, lo que armoniza con el derecho a una indemnización integral, en términos del artículo 63 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Así, en atención a la máxima "ahí donde la ley no distingue el juzgador tampoco puede distinguir", se hace patente que no fue voluntad del legislador incluir un tope al pago de salarios caídos en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y, por ende, su cálculo debe continuar computándose hasta el cumplimiento del laudo. Por su parte, la reforma al artículo 48, párrafo segundo, de la Ley Federal del Trabajo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012, obedeció a circunstancias específicas que, tras la conclusión de un proceso legislativo, condujeron a considerar necesario limitar a 12 meses máximo el pago de salarios vencidos en casos de despido injustificado en un juicio laboral, lo que evidencia que el establecimiento de un plazo límite para su pago fue respuesta expresa a la voluntad legislativa. Por tanto, ante la ausencia de un límite para el pago de salarios caídos en la legislación burocrática, se concluye que el legislador no ha considerado necesario fijarlo pues, de ser así, lo habría realizado como hizo en la Ley Federal del Trabajo.”

Dicha tesis jurisprudencial, es de aplicación obligatoria y fue publicada el veintiuno de abril del presente año. Por ello, ante este criterio emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es preponderante que la presente Legislatura del Estado, realice las modificaciones pertinentes al marco jurídico de la entidad, pues como lo señala la citada jurisprudencia, el legislador debió prever expresamente en las normas específicas si considera o no necesario establecer un límite para el pago de los salarios vencidos de los servidores públicos, para los casos en que no se compruebe en juicio la causa de la rescisión.

Por ello, surge la necesidad de establecer, al igual que la Ley Federal del Trabajo, un límite para el cómputo del pago de salarios caídos en los litigios burocráticos, a fin de disminuir la afectación económica que pudiera sufrir la hacienda pública estatal o municipal como consecuencia de la prolongación de los juicios laborales, evitándose así que un laudo desfavorable para las dependencias o entidades estatales o municipales, no genere una carga tan grande para las finanzas públicas, facilitando su debido cumplimiento.
La presente iniciativa también tiene por objeto evitar que los juicios laborales se prolonguen para obtener una mayor condena por concepto de salarios caídos, con lo cual dichos juicios se resolverán a la brevedad posible, beneficiándose de igual forma al trabajador despedido. 

Por ello, la presente iniciativa propone reformar tanto el artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, así como el artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en armonía con lo dispuesto en el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, a fin de establecer que si en el juicio correspondiente no se comprueba por el patrón la causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses; y que si al término de los doce meses no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago.

TERCERO.- Los integrantes de estas comisiones unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, coincidimos con lo expuesto en la Iniciativa, con respecto a la necesidad y conveniencia de establecer un límite a la generación de salarios vencidos, incorporando en nuestra legislación local la fórmula utilizada en la reforma al artículo 48 de la ley federal del trabajo publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha 30 de noviembre del año 2012.

Al respecto, es necesario enfatizar que el proyecto normativo propone fijar que los salarios caídos se generarán solamente desde la fecha del despido y hasta por un periodo máximo de doce meses, y si durante dicho término no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago.
Así con la modificación propuesta se busca eliminar la prolongación injustificada de los juicios laborales, fortalecer la hacienda pública evitando que se generen cargas tan grandes para las finanzas del Estado y los municipios y al mismo tiempo tutelar el derecho de los trabajadores a ser indemnizados,  pues ello constituye el importe de los daños y perjuicios que legalmente debe cubrir el patrón, como una consecuencia ineludible de la responsabilidad en que incurre si se demuestra lo injustificado del despido.

En este orden de ideas, los integrantes de esta comisiones concordamos en que la implementación de esta fórmula en los ordenamientos laborales locales, además de atender el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, plasmado en la Tesis de Jurisprudencia 34/2017 (10a.), permite preservar el carácter indemnizatorio de los salarios vencidos, y a la par contribuye a la disminución de manera sustancial de los tiempos procesales para resolver los juicios, lo cual incide de manera positiva en el acceso al derecho de los ciudadanos a recibir justicia pronta y expedita de parte de los tribunales. 

Asimismo quienes dictaminamos estimamos necesario resaltar que, este tema ya había sido abordado y analizado por estas comisiones unidas, dado que existen otros antecedenetes de propuestas legislativas con la misma finalidad, como es el caso de la Iniciativa de decreto para adicionar tres párrafos al artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado; y adicionar tres párrafos al inciso k) de la fracción VI del artículo 41 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores de la Educación al Servicio del Estado y de los Municipios; y se modifica el contenido de la fracción IV del artículo 294 y se adicionan tres párrafos al artículo 302 del Código Municipal,  todos del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”, que fue turnada a estas comisiones por acuerdo del pleno del Congreso el día 6 del mes de mayo del año 2015, iniciativa en la que se resalta la importancia de modificar los ordenamientos laborales locales en el mismo sentido.
Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

ARTICULO 18.- En caso de despido injustificado, el trabajador de base o de base sindicalizado tendrá derecho a optar por la reinstalación en su trabajo o por la indemnización de tres meses de salario, a razón del que corresponda a la fecha en que se realice el pago.

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón la causa de la rescisión o cese, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses, en términos de lo preceptuado en la última parte del párrafo anterior. 

Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable para el pago de otro tipo de indemnizaciones o prestaciones.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma la fracción IV del artículo 294  y el artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 294. …

I a III. …

IV. Reinstalar a los trabajadores de base en las plazas de las cuales los hubieren separado injustificadamente y ordenar el pago de los salarios caídos a que fueren condenados por laudo ejecutoriado, de conformidad con el artículo 302 de este Código.

V a XVI. …

ARTÍCULO 302. Cuando un trabajador de base resulte cesado injustificadamente tendrá derecho a optar por la reinstalación en el cargo o puesto que desempeñaba, con todas las prestaciones que disfrutaba, o a que se le indemnice con el importe de tres meses de salario, a razón del que corresponda a la fecha en que se realice el pago. 

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón la causa de la rescisión o cese, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses, en términos de lo preceptuado en la última parte del párrafo anterior. 

Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable para el pago de otro tipo de indemnizaciones o prestaciones.

T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Claudia Maribel González Espinoza, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Sergio Garza Castillo (Coordinador), Dip. Olga Leticia Lara Rodríguez (Secretaria), Dip. Raymundo Palomo García, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los 29 días del mes de mayo de 2017.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
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ABSTENCION   

SI
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COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   
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CUALES   



	DIP. OLGA LETICIA LARA RODRÍGUEZ

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. RAYMUNDO PALOMO GARCÍA


	A FAVOR
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	DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
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ABSTENCION   

SI
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 18, 20 y 23 de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 10 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 18, 20 y 23 de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 18, 20 y 23 de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras, en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El Estado de Coahuila destaca por su compromiso en materia de derechos humanos, por lo que es de suma importancia continuar instrumentado medidas, acciones y políticas públicas para garantizar su pleno respeto.

En este contexto, es imperativo promover la adecuación de nuestro marco legal con los recientes avances que en esta materia se han dado, a fin de continuar impulsando el principio de progresividad que los caracteriza, siendo obligación del Estado el generar una mayor y mejor protección y garantía de estos derechos, de tal forma, que siempre estén en constante evolución.

Además, es deber de esta Legislatura realizar un análisis de las disposiciones jurídicas vigentes para determinar aquellas que requieran ser reformadas con la finalidad de fortalecer el marco jurídico del Estado, para que los derechos humanos sean respetados, garantizados, promovidos y protegidos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

En ese sentido, con la finalidad de impedir cualquier forma de discriminación, el primero de septiembre de dos mil catorce, se reformó el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza con el objeto de que los padres puedan acordar el orden de los apellidos de sus hijos, reforma que permitió establecer el apellido materno como primer apellido de la niña o niño, cuando tradicionalmente se hacía al contrario.

La legislación también establecía que el apellido debía ser el primero de cada uno de los padres, señalándose que en caso de desacuerdo, lo debería decidir la autoridad judicial competente, y que el orden elegido de los apellidos debía regir para los demás hijos del mismo vínculo matrimonial.

Posteriormente, se publicó la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el quince de diciembre de dos mil quince, en la cual se establece de igual forma que los padres acordarán el orden de los apellidos, y que en caso de desacuerdo, a efecto de salvaguardar el derecho a la identidad de la niña o el niño, el o la oficial del Registro Civil elegirá, tomando en cuenta únicamente el primer apellido de aquéllos, el que corresponda por orden alfabético o, en su caso, por sorteo, lo anterior a fin de garantizar la inmediatez del registro a efecto que de ninguna manera pueda ser vulnerado este derecho.

Aunado a lo anterior, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió en sesión del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis, en el amparo en revisión 208/2016, que los padres tienen derecho a decidir el orden de los apellidos de sus hijos, y que esta decisión no puede ser limitada por razones de género.

En la citada sentencia, el ministro ponente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea dispone respecto al derecho al nombre en relación con la vida privada y familiar que “una de las decisiones más importante para el núcleo familiar, en particular, para los progenitores, consiste en determinar el nombre de sus hijos. En efecto, a través del nombre, integrado por el nombre de pila y los apellidos que lo acompañan, se crea un sentido de identidad y pertenencia a la familia.”.

De igual forma, el ministro señala que los padres tienen el derecho de nombrar a sus hijos sin injerencias arbitrarias del Estado y que este derecho no sólo implica el elegir el nombre personal de sus hijos, sino establecer el orden de sus apellidos.

En razón a lo anteriormente expuesto y tomando en consideración que es preponderante el garantizar a los coahuilenses la protección más amplia a sus derechos fundamentales, se propone reformar la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza a fin de que los padres puedan decidir entre sus apellidos paternos y maternos, el orden de los apellidos de sus hijos, eliminándose que dicho apellido deba ser el primero de cada uno de los padres como se establecía anteriormente.

La presente iniciativa tiene por objeto la protección del derecho al nombre, contemplado en el artículo 18 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual establece que “Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos.  La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario.”.

En ese sentido, el “Tesauro Jurídico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Vocabulario Controlado y Estructurado” define el derecho al nombre como un conjunto de signos que constituyen un elemento básico e indispensable de la identidad de cada persona sin el cual no puede ser reconocida por la sociedad; el cual está integrado por el nombre propio y los apellidos; lo rige el principio de autonomía de la voluntad, pues debe elegirse libremente por la persona misma, los padres o tutores, según sea el momento del registro. 

En consecuencia, al regirse dicho derecho por el principio de la autonomía de la voluntad, la ley no debe constituir una barrera, y menos sin justificación razonable como lo es la obligación de únicamente establecer apellidos paternos, para la selección del nombre del niño o niña.

Además, es trascendental mencionar que el orden de los apellidos que se establece actualmente deriva de la tradición de utilizar el apellido paterno para connotar la propiedad del hombre sobre la familia, concibiéndose a la mujer como un integrante de la familia del hombre, siendo éste quien conservaba la propiedad y el apellido de la familia, otorgándosele así mayor jerarquía familiar y social que a la mujer. 

Es por lo anterior que, la primacía del apellido paterno consiste en una discriminación entre hombres y mujeres, resultando en un trato desigual hacia las mujeres, reforzando los estereotipos que las denigran, por lo que la imposibilidad legal de registrar los apellidos maternos de cualquiera de los padres implica el considerar que las mujeres tienen una posición secundaria en las relaciones familiares.

Por lo tanto, con esta reforma no solamente se busca la protección al derecho humano de cualquier persona a gozar de un nombre, sino también de los derechos a la igualdad y a la no discriminación, reconocidos por los instrumentos internacionales, así como la legislación federal y estatal.

En ese contexto, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, señala en su artículo 1 que “la expresión “discriminación contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.”. 

Así mismo, en su artículo 2 se estipula que los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, y convienen en seguir una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer; en ese sentido, el artículo 5 dispone que los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres.

Además, el artículo 16 de la citada Convención establece que “Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: ... g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir apellido, profesión y ocupación;...”.

Por otra parte, a nivel regional, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”, dispone en su artículo 4 que toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos, comprendiendo el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley.

De igual modo, en el ámbito federal, el artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala que “Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”, y el artículo 4 reconoce que el hombre y la mujer son iguales ante la ley y que ésta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

Por su parte, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece en el primer párrafo del artículo 7 que “Dentro del territorio del Estado, toda persona gozará de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución, en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte.”, además el citado ordenamiento incluye la prohibición de la discriminación por cualquier motivo y reconoce la igualdad de derechos del hombre y de la mujer en todos los ámbitos de la vida cultural, social, jurídica, política y económica.

Derivado de lo anterior, es menester reiterar que las mujeres tienen derecho a intervenir en condiciones de equidad en todas las relaciones que participen, incluyendo las familiares, por lo que la legislación no debe representar un impedimento para el ejercicio de algún derecho, sino al contrario, debe ser utilizada con el propósito de eliminar los estereotipos, roles, costumbres o prejuicios que atentan contra los derechos de las mujeres y que refuerzan su discriminación, aunado a que es necesario que la normatividad evolucione de forma conjunta con nuestra sociedad, buscando la máxima protección de sus integrantes.

Por lo que al permitir en el registro de un niño o una niña, el establecimiento de los apellidos maternos de los padres, se busca eliminar la brecha de desigualdad que a lo largo de la historia ha afectado a las mujeres, teniendo así la misma oportunidad que los hombres de transmitir su apellido, lo anterior con el fin de seguir fortaleciendo su empoderamiento.

Con estas acciones legislativas buscamos poner fin a las restricciones y limitaciones al derecho al nombre, a la igualdad y a la no discriminación, ajustándose el marco normativo estatal con los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos a fin de garantizar aún más la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, estimamos que el reconocimiento universal del goce de los derechos humanos de toda persona en México, respaldado por nuestra Constitución y por los tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de los cuales el Estado mexicano es parte, proporciona un campo de acción que detona procesos, y rutas para mejorar las condiciones de igualdad de oportunidades para todas las personas.

Así, la reforma en materia de derechos humanos nos alienta a dar un gran salto para afirmar y fortalecer efectivamente los marcos y medidas legales, políticas e instituciones existentes, a fin de lograr un país más igualitario, y un Estado que respete, promueva y garantice con efectividad el goce y ejercicio de los derechos humanos de la población sin ningún tipo de discriminación.

Como bien sabemos el derecho a la no discriminación se desprende del principio de igualdad, y está reconocido en el artículo 1, párrafo quinto, de la Constitución General, y en diversas cláusulas antidiscriminatorias contenidas en los tratados e instrumentos internacionales en materia de derechos humanos. Está incorporado también en el artículo 4 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, en nuestra Constitución Local, en la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila y en otros ordenamientos legales. Sin embargo, la incorporación del principio de igualdad y la prohibición de la discriminación en ciertos ordenamientos no es suficiente para prevenir y eliminar, de hecho y de derecho, la discriminación en México, para ello resulta indispensable actualizar y armonizar la legislación vigente, con el fin de darle un sentido más incluyente.

Ejemplo de esto es la situación a la que pretende darse solución con las modificaciones planteadas en la iniciativa objeto del presente dictamen, la cual tiene por finalidad, la de fijar que los padres puedan decidir entre sus apellidos paternos y maternos, el orden de los apellidos de sus hijos. Ello dado que el orden de los apellidos que se establece actualmente deriva de la tradición de utilizar el apellido paterno para connotar la propiedad del hombre sobre la familia, otorgándosele así mayor jerarquía familiar y social que a la mujer, lo cual constituye una norma discriminatoria que resulta en un trato desigual hacia las mujeres, y refuerza los estereotipos que las denigran.

Para iniciar con el estudio de la reforma propuesta los integrantes de esta comisión dictaminadora iniciamos por reflexionar sobre el contenido y alcance del derecho al nombre, lo que nos llevó a determinar que este derecho no es un derecho exclusivo del menor, sino que también los padres tienen la prerrogativa de determinar el nombre que llevarán sus hijos, derecho que no se limita al nombre personal sino que también abarca el establecer el orden de los apellidos, como ya lo ha establecido la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo directo en revisión 2424/2011. En este sentido es menester referir que dicha elección está regida por el principio de autonomía de la voluntad y en consecuencia el nombre debe ser elegido libremente por la persona misma, sus padres o quiénes ejerzan la patria potestad o cuidado del menor y no estar sujeto a ninguna restricción ilegítima.

En este orden de ideas, después del exhaustivo análisis de la iniciativa los integrantes de esta comisión, apoyados en precedentes del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, como es el caso Cusan Et Fazzo v Italie, en donde dicho órgano jurisdiccional determinó que la potestad de los padres de escoger el nombre de sus hijos era un acto protegido por el derecho de la vida privada y familiar y que el interés de la sociedad en regular la transmisión de los apellidos no era suficiente para excluir o hacer nugatorio los derechos enunciados, y tomando en consideración el criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos emanado del caso  Gelman V. Uruguay en el que la corte destacó la obligación de los Estados de garantizar que las personas sean registradas por el nombre elegido por ellas o por sus padres, sin ninguna interferencia en la decisión del nombre así como de la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emanada del amparo en revisión 208/2016, a la que se hace referencia en la exposición de motivos, llegamos a la conclusión de que el derecho al nombre tiene una estrecha relación con el derecho a la vida familiar y privada ya que la elección del nombre de un hijo por parte de sus padres es un momento personal y emocional, que queda circunscrito a su esfera privada, por lo que no debe estar sujeto a injerencias arbitrarias del Estado. 

Así, quienes dictaminamos analizamos si la finalidad que persigue la norma vigente es una constitucional y convencionalmente válida, encontrando que la restricción del derecho de los padres de decidir sobre el orden de los apellidos no tiene un fin constitucionalmente válido, sino que por el contrario como bien se expone en las consideraciones que acompañan al proyecto normativo responde a cuestiones tradicionales y culturales de género y definiciones heteronormativas que debemos erradicar.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ÚNICO.- Se reforman los artículos 18, 20 y 23, de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 18. El nombre propio será puesto libremente por quien registre el nacimiento de una niña o niño y los apellidos serán uno de cada uno de los padres; pero si son varios hijas o hijos nacidos de la misma pareja, no podrá imponérseles el mismo nombre propio.

Artículo 20. Los padres acordarán el orden de los apellidos, en caso de desacuerdo, a efecto de salvaguardar el derecho a la identidad de la niña o el niño, el o la oficial del Registro Civil elegirá, tomando en cuenta únicamente los apellidos propuestos por cada uno de los padres, el que corresponda por orden alfabético o, en su caso, por sorteo. 
Artículo 23. Si el reconocimiento se hiciere sólo por uno de los padres se asentarán los apellidos de éste; si fuere hecho por ambos se asentará un apellido de cada uno de ellos, conforme lo dispuesto por los artículos 18 y 20 de esta ley.

T R A N S I T O R I O S

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Claudia Maribel González Espinoza, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los 29 días del mes de mayo de 2017.
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DICTAMEN de la Comisión de Deporte y Juventud de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a un proyecto de iniciativa de reforma a la Ley  de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, en la que se  plantea  “modificar el contenido de la fracción XV del Artículo 7 de la ley antes mencionada”, con el objetivo de proponer que el Himno Coahuilense deba ejecutarse también, en eventos de naturaleza académica, deportiva o protocolaria de los poderes del estado; presentada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, del Grupo Parlamentario “  José Mario Molina Pasquel y Enríquez”, del Partido  Verde Ecologista de México; y,
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por  el Pleno del Congreso del Estado, en fecha 10  de abril de 2017, se trató lo relativo a la  Iniciativa ya citada en el proemio de la presente.

SEGUNDO. De conformidad con el artículo 101 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de Deporte y Juventud para efecto de emitir el dictamen  correspondiente;  y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que ésta Comisión, con fundamento en los artículos 101, 115, 164 y 183 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen. 

SEGUNDO. Que en el contenido de la iniciativa turnada  a ésta Comisión, en la exposición de motivos, el autor refiere que:

Inicio de la cita textual “……El origen de la palabra “Patria” proviene de: Familia o clan, y de la tierra paterna, de la tierra en la que nacemos o adoptamos por crear lazos afectivos, culturales o históricos.
 Así mismo México se origina del náhuatl: Metztli, que significa luna; Xictli, ombligo o centro; y Co, lugar; traduciéndose literalmente como " En el ombligo de la luna”.
No es de sorprenderse que muchas personas no conozcan esta información, siendo importante reflexionar en nuestro actuar como ciudadanos: 

· ¿Qué significa ser Mexicano y que responsabilidad tenemos como tal? 

· ¿Cómo es que nos nace la preocupación por ayudar a nuestro país? 

Al fomentar nuestra patria se refuerza nuestra identidad y el amor que tenemos por nuestro Estado, por lo que no debemos tomar a la ligera acciones tan simples como conocer nuestro origen, desplegar la bandera nacional, cantar el himno, o defender y apoyar a nuestra nación. 

Recordemos que el artículo 3º Constitucional señala que la educación debe fomentar el amor a la Patria, y que es nuestra obligación asegurar y defender su honor, derechos e intereses.
En países como Argentina
, o España
, un porcentaje considerable de la población se considera orgullosa de su nación, y esto no sucede nada más porque sí; ha sido el  resultado de acciones como izar la bandera, o cantar el himno nacional, por lo que consideramos esencial el continuar enfocándonos en transmitir estos valores de patriotismo y solidaridad, haciendo énfasis en que la ejecución del himno nacional forme parte en todos los  eventos de carácter deportivo, y no solo en actos solemnes de carácter oficial.

Hoy recordamos que la unidad y la consciencia no solo despiertan a través de las guerras y la crisis, sino también de nobles acciones como la que hoy se propone; No incitando hacia un patriotismo extremo, si no a la búsqueda de proteger el valor que nos compromete a incidir plenamente como ciudadanos.

Queremos que se fomente el respeto y amor por nuestras raíces, y estamos seguros de que las verdaderas acciones de patriotismo nacen de nuestra contribución personal al bienestar común.

· No somos patriotas por haber nacido en un país rico en recursos y de tradición cultural, si no por colaborar positivamente al enriquecimiento de nuestra economía y cultura;

· No somos patriotas solo en las fechas de celebraciones nacionales y fiestas, si no por contribuir productivamente con los valores cívicos en nuestra vida habitual..…..” Fin de la cita textual.
TERCERO.-  El autor de la iniciativa propone realizar la siguiente reforma a la  Ley de Cultura Física y Deporte de la entidad:
Decreto

ARTÍCULO 7.- El Ejecutivo del Estado, por conducto del Instituto, tendrá las siguientes atribuciones: 

XV. Garantizar la ejecución total o en forma abreviada del Himno Nacional en actos y eventos deportivos, de conformidad con la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, y demás disposiciones aplicables.

XVI. Las que le confiera esta ley y demás disposiciones aplicables.

Cuarto.- Revisamos la legislación de la materia, en concreto la Ley  sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, y de dicho cuerpo normativo reproducimos lo siguiente:

ARTÍCULO 42.- El Himno Nacional sólo se ejecutará, total o   parcialmente, en actos solemnes de carácter oficial, cívico, cultural, escolar o deportivo, y para rendir honores tanto a la Bandera Nacional como al Presidente de la República. En estos dos últimos casos, se ejecutará la música del coro, de la primera estrofa y se terminará con la repetición de la del coro.

ARTÍCULO 46.- Es obligatoria la enseñanza del Himno Nacional en todos los planteles de educación preescolar, primaria y secundaria.

Por ello, consideramos que la iniciativa expuesta cumple con el objetivo de difundir, enseñar y promover, en este caso, el Himno Nacional como parte de la identidad de los mexicanos y de nuestros más altos valores y principios que nos sustentan como nación. Siendo correcto y válido que se interprete durante las justas deportivas como lo señala el promovente. 

Estas acciones, sin duda forman parte de los mecanismos que el Estado mexicano debe implementar dentro del Sistema Educativo Nacional para fomentar en los niños y jóvenes el amor por la patria y el respeto a los símbolos e instituciones que nos pertenecen y representan a  todos los mexicanos con gran orgullo.

Cabe mencionar que esta dictaminadora, por cuestiones de técnica legislativa, pudo apreciar que el promovente reproduce innecesariamente el contenido del primer párrafo del artículo 7 de la ley sobre la que realiza la modificación, el cual no presenta reforma, por lo que suprimimos su texto en el decreto; asimismo, en el artículo único del decreto, no hace mención a que el contenido de la fracción XV se recorre a la XVI que se crea, por lo que decidimos insertar dicha mención. 

Quinto.- Por las consideraciones expuestas, los integrantes de esta Comisión de Deporte y Juventud, tenemos a bien expedir el presente:

 Dictamen

Único.  Se aprueba la iniciativa propuesta por el diputado  Javier de Jesús Rodríguez Mendoza del Grupo Parlamentario “José Mario Molina Pasquel y Enríquez” en los términos en que fue planteada, conforme al presente Dictamen, y se pone a consideración del Pleno el siguiente:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: SE MODIFICA el contenido de LA FRACCIÓN XV; y se recorre el actual a la fracción XVI, 
que se crea,  DEL ARTÍCULO 7 DE LA LEY DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

ARTÍCULO 7.-…..

XV. Garantizar la ejecución total o en forma abreviada del Himno Nacional en actos y eventos deportivos, de conformidad con la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, y demás disposiciones aplicables.

XVI. Las que le confiera esta ley y demás disposiciones aplicables.

………………..

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 17 DE MAYO DE 2017

Sala de Comisiones Luis Donaldo Colosio Murrieta, en la Ciudad de Saltillo, Coahuila a los 17 días del mes de MAYO de 2017.
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